
C.A. de Temuco

Temuco, diecisiete de julio de dos mil veinte.

VISTOS:

A  folio  1, con  fecha  28  de  diciembre  del  a o  2019ñ , 

comparece don  JUAN PABLO SEGUEL CARRASCO, abogado, 

c dula nacional de identidad N  16.529.786-5, domiciliado para estosé °  

efectos en calle Bulnes 858 B, de la comuna y ciudad de Temuco, 

quien interpone recurso de protecci n en contra de la ó SECRETAR AÍ  

REGIONAL  MINISTERIAL  REGI N  DE  LA  ARAUCAN AÓ Í , 

RUT  60.901.011-8,  representada  legalmente  por  su  Secretario 

Regional  Ministerial  don  Juan  Luis  Salinas  Urrutia,  c dula  deé  

identidad  N  7.581.598-0,  profesor,  ambos  domiciliados  en  General°  

Mackenna N  574, comuna de Temuco.º

Funda el recurso en que se desempe a como funcionario de lañ  

SEREMI de Educaci n de la Regi n de la Araucan a desde el 01 deó ó í  

abril de 2014 como Asesor Jur dico de la Unidad Jur dica, dependienteí í  

de Gabinete, en el escalaf n profesional, grado 10, siendo su cargo deó  

asesor jur dico, el cual se encuentra radicado dentro del organigramaí  

institucional  en  la  unidad  jur dica,  la  cual  dependeí  

organizacionalmente  del  Gabinete  de  la  Secretar a  Regionalí  

Ministerial,  su  Jefe  Directo es  el  Secretario  Regional  Ministerial  de 

Educaci n, siendo sus funciones el de asesorar al Secretario Regionaló  

Ministerial  de  Educaci n  y  a  las  distintas  reas,  unidades  yó á  

Departamentos  Provinciales  de  Educaci n  en  temas  jur dicos,ó í  

propendiendo  a  la  eficiente  gesti n  de  la  instituci n;  actualizar  aló ó  

Secretario  Regional  Ministerial  de Educaci n y Jefaturas  Regionalesó  

respecto de la normativa jur dica vigente, y colaborar con la gesti ní ó  

administrativa  que  se  deriva  del  funcionamiento  de  la  Secretar aí  

Regional  Ministerial  de  Educaci n,  en  materias  jur dicas  yó í  

administrativas.  Respecto a sus  calificaciones,  en todas  las  actas  del 

proceso de calificaciones ha tenido desde el a o 2014 hasta el 2019,ñ  
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inclusive,  puntaje  m ximo  de  100,  quedando  en  la  lista  1  deá  

calificaci n. ó

En  relaci n  al  tiempo  de  prestaci n  de  servicios  comoó ó  

funcionario, habiendo entrado a la administraci n el a o 2014 comoó ñ  

personal a contrata, tuvo 5 renovaciones de contrato, que constan en 

las  resoluciones  de  nombramiento  y  renovaciones  que  paso  indica, 

agregando que es militante del Partido por la Democracia (PPD) desde 

el 14 de marzo de 2017.

Agrega  que  por  resoluci n  exenta  SIAPER  N  58,  de  laó °  

Secretar a Regional Ministerial de Educaci n Regi n de la Araucan a,í ó ó í  

de fecha 28 de noviembre de 2019, se dispuso la no renovaci n de suó  

contrata, desvincul ndolo del servicio a contar del d a 31 de diciembreá í  

de 2019, transcribiendo los motivos contenidos en la Resoluci n.ó

As , da cuenta que la resoluci n, da a entender un vocamenteí ó í  

que  el  asesor  jur dico  debe  de  ser  de  la  confianza  personal  delí  

SEREMI  y,  a  su  vez,  debe  tener  vinculaci n  directa  con  losó  

lineamientos y pol ticas de la autoridad, es decir, que debe ser de laí  

misma  corriente  de  pensamiento  pol tico  que  el  gobierno  electo,í  

haciendo presente que ni el Decreto con Fuerza de Ley N  29 de 2004º  

del Ministerio de Hacienda que Fija el texto refundido, coordinado y“  

sistematizado de la ley N 18.832 sobre estatuto administrativo , ni elº ”  

Decreto con Fuerza de Ley N 2 de 2016 del Ministerio de Educaci nº ó  

que  Fija  la  planta  de  personal  del  Ministerio  de  Educaci n  han“ ó ”  

establecido  que  el  cargo  profesional  de  asesor  jur dico  en  unaí  

Secretar a Regional Ministerial es de exclusiva confianza de la jefaturaí  

correspondiente, ya que en este caso, no se trata de un cargo directivo 

de exclusiva confianza, como los que se individualizan en el DFL N  2º  

ya citado, ni tampoco de aquellos cargos de exclusiva confianza que 

determina  en  su  art culo  7  el  estatuto  administrativo  y  ni  siquieraí  

corresponde a aquellos cargos se alados en el art culo 8 del estatuto,ñ í  

Jefe de Departamento, sino que se est  en presencia de un funcionarioá  

a  contrata  propiamente  tal,  nombrado  solamente  como  profesional 
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dentro de la instituci n, a quien se le designan funciones de asesoró  

jur dico  en  atenci n  a  su  formaci n  profesional,  pero  quien  puedeí ó ó  

desempe arse en otros cargos dentro de la instituci n que naturalmenteñ ó  

guarden  relaci n  con  su  formaci n  acad mica,  concluyendo  que  laó ó é  

contrataci n no es de aquellas que el estatuto administrativo ni el DFLó  

N 2  de  2016  del  Ministerio  de  Educaci n  se ala  como  cargos  deº ó ñ  

exclusiva  confianza,  por  lo  que  la  argumentaci n  del  actoó  

administrativo que dispone la no renovaci n es contraria a derecho yó  

abiertamente arbitraria, basada en criterios subjetivos de la autoridad, 

consistiendo claramente en una discriminaci n por motivos pol ticos.ó í  

Agrega, que lo importante no es el lineamento pol tico de la personaí  

que ejerce el  cargo de asesor jur dico,  sino el  conocimiento t cnicoí é  

sobre la normativa vigente, de los dict menes de Contralor a Generalá í  

de la Rep blica, de la doctrina y de los fallos de los Tribunales deú  

Justicia,  ninguno  de  los  cuales  se  relacionan  con  el  argumento 

planteado,  donde  jam s  se  acusa  la  falta  de  preparaci n  te rica  oá ó ó  

pr ctica  de  este  funcionario,  ni  menos  siquiera  sugiere  un  malá  

desempe o  en  tales  materias,  lo  que  se  ve  reflejado  en  tener  soloñ  

calificaciones con nota m xima, incluidas  las que he tenido con losá  

cuatro distintos secretarios regionales ministeriales que han pasado por 

la instituci n mientras ha ejercido sus funciones, de dos coaliciones deó  

partidos pol ticos diferentes, a saber, Nueva Mayor a y Chile Vamos.í í  

Afirma  que  la  resoluci n  presupone  que  por  haber  supuestamenteó  

tenido una relaci n de confianza con otra jefatura, lo hace inapto eó  

inid neo  para  tener  una  relaci n  de  trabajo  con  otro,  lo  queó ó  

equivaldr a  a  que  ning n  asesor  jur dico  pueda  tener  continuidadí ú í  

alguna en los servicios p blicos, lo que evidentemente es contrario alú  

derecho  a  la  igualdad  ante  la  Ley.  A ade  que  el  contrato  deñ  

representaci n  jur dica  de  un  abogado  con  su  cliente,  distaó í  

completamente  con las  labores  que  debe ejercer  quien detenta  una 

funci n p blica, donde lo que prima no es la confianza ciega en quienó ú  

da una asesor a, sino el cumplimiento de los objetivos y funciones queí  
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el  cargo debe desempe ar,  evalu ndolas  no por la  persona que lasñ á  

emite, sino en razones t cnicas y objetivas, las que en este caso, ené  

ninguna ac pite de la resoluci n se aluden ni sugieren. á ó

Da cuenta del  principio de confianza leg tima, conforme a laí  

jurisprudencia administrativa, siendo las motivaciones v lidas a juicioá  

de  la  Contralor a  General  de  la  Rep blica  situaciones  objetivasí ú  

presupuestarias, de organizaci n y de buen funcionamiento o subjetivasó  

derivadas  de  la  evaluaci n  del  funcionario  o  incluso  aptitudesó  

personales  del  cargo,  todas  las  cuales  distan diametralmente  con la 

ileg tima motivaci n de la decisi n de no renovaci n de su contrata, ení ó ó ó  

las que se fundan no en razones objetivas del ministerio, sino en la 

confianza  personal  que  supuestamente  se  deber a  tener  con  elí  

Secretario Regional Ministerial de Educaci n regi n de La Araucan a,ó ó í  

escapando dicha situaci n a cualquier criterio objetivo y aun subjetivoó  

personal  que  diga  relaci n  con  su  calidad  de  funcionario  y  susó  

competencias necesarias para ejercer sus funciones. Refiere que el real 

trasfondo  de  la  decisi n  es  su  militancia  en  el  Partido  por  laó  

Democracia  y  principalmente  por  su  activa  participaci n  en  eló  

movimiento  que  se  gener  en  la  Secretar a  Regional  Ministerialó í  

producto del  denominado Estallido Social ,  en el  que sin dejar de“ ”  

realizar sus funciones que deb a realizar form  parte importante en lasí ó  

manifestaciones  convocadas  por  ANDIME  (Asociaci n  Nacional  deó  

Funcionarios  del  Ministerio  de  Educaci n).  Lo  anterior  no  solo  seó  

constata  en  las  motivaciones  de  la  resoluci n,  sino  en  queó  

personalmente el SEREMI le se al  tras comunicarle la no renovaci n,ñ ó ó  

que la decisi n no era nada personal, sino pol tico, agregando que enó í  

sus funciones diarias realizadas se pod a percibir n tidamente que suí í  

presencia y posici n pol tica les incomodaba.ó í

Finalmente, haciendo presente que la resoluci n por medio de laó  

cual  se  dispuso  la  no  renovaci n  no  contiene  fundamentos  queó  

permitan justificar el ejercicio de una potestad excepcional, como es, la 

decisi n de no renovar una contrata respecto de la cual ha operado eló  
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principio de la confianza leg tima, habiendo ya escapado de la l gicaí ó  

de  un  servicio  transitorio,  al  haberse  renovado  ya  en  cinco 

oportunidades. Esta falta de fundamentaci n convierte a dicho acto enó  

un acto arbitrario e ilegal, dando cuenta detalladamente de ello, lo cual 

afecta derechos fundamentales, reconocidos en el art culo 19 N  2 de laí °  

Constituci n  Pol tica,  y  el  derecho  de  propiedad  reconocido  en  eló í  

art culo 19 N  17, N 16, N  24 de la Constituci n Pol tica, solicitandoí º º º ó í  

tener  por  interpuesto  recurso  de  protecci n  en  contra  de  laó  

SECRETAR A  REGIONAL  MINISTERIAL  DE  EDUCACI NÍ Ó  

REGI N DE LA ARAUCAN A, RUT 60.901.011-8, representada porÓ Í  

el  Secretario  Regional  Ministerial  don  JUAN  LUIS  SALINAS 

URRUTIA, c dula de identidad N  7.581.598-0, ambos con domicilioé °  

en  calle  General  Mackenna  N  574,  de  la  comuna  de  Temuco,°  

acogerlo  a  tramitaci n  y,  en  definitiva,  declarando  que  se  hanó  

vulnerado sus garant as constitucionales,  en especial,  las de igualdadí  

ante  la  Ley,  derecho  a  la  libertad  de  trabajo  y  el  derecho  a  la 

propiedad, o las que estime conforme a Derecho, acogiendo la presente 

acci n  constitucional,  ordenando restablecer  el  imperio  del  Derechoó  

declarando que:

- Que  el  actuar  de  la  recurrida  es  ilegal  y/o  arbitrario, 

vulnerando  sus  garant as  constitucionales  de  igualdad  ante  la  Ley,í  

derecho a la libertad de trabajo y/o el derecho a la propiedad.

- Que  se  ordene  el  t rmino  de  la  actuaci n  impugnada,é ó  

ordenando  a  la  recurrida  dejar  sin  efecto  la  resoluci n  exenta  queó  

comunica la no renovaci n de su contrata.ó

- Que se ordene el reintegro inmediato a sus funciones con 

expresa  continuidad  de  sus  remuneraciones,  computadas  desde  el 

momento de la separaci n hasta su efectiva reincorporaci n, reintegroó ó  

que  solicita  se  realice  en  las  mismas  condiciones  en  las  que  me 

desempe aba al momento de ser desvinculado, m s reajustes e interesesñ á  

legales, o que estime conforme a Derecho.
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- Que adem s, esta Ilma. Corte en uso de sus facultades,á  

disponga  de  todas  aquellas  medidas  que  juzgue  necesarias  para  el 

restablecimiento del imperio del Derecho.

- Que se condene en costas a la recurrida.

Acompa a los siguientes documentos:ñ

- Resoluci n  SIAPER  N  58,  de  la  Secretar a  Regionaló ° í  

Ministerial  de  Educaci n  Regi n  de  la  Araucan a,  de  fecha  28 deó ó í  

noviembre de 2019.

- Certificado  de  funciones  emitido  por  el  jefe  de 

Departamento de Administraci n de la Secretar a Regional Ministerialó í  

de Educaci n Regi n de la Araucan a, de fecha 17 de diciembre deó ó í  

2019.

- Certificado de afiliaci n de fecha 27 de diciembre de 2019ó  

del Servicio Electoral.

- Resoluci n Exenta 1623 que aprueba el C digo de ticaó ó É  

para la funci n p blica de la Subsecretar a de educaci n.ó ú í ó

A folio 13, con fecha 31 de enero del a o 2020ñ , comparece 

don  JUAN  LUIS  SALINAS  URRUTIA,  Secretario  Regional  

Ministerial  de  Educaci n  de  la  Regi n  de  La  Araucan aó ó í , quien 

evacua  Informe  respecto  del  recurso  de  protecci n  solicitando  eló  

rechazo del mismo, solicitando la inadmisibilidad del recurso, dando 

cuenta que el art culo 10 del D.F.L. N  29, de 2004, del Ministerio deí °  

Hacienda, que fija el Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de 

la  Ley N  18.834,  sobre Estatuto Administrativo,  los  funcionarios  a°  

contrata no tienen derecho, o si quiera una mera expectativa, para que 

su designaci n sea renovada, sino que, por el contrario, sta terminaó é  

por  el  s lo  ministerio  de  la  ley  el  d a  31  de  diciembre  del  a oó í ñ  

correspondiente,  sin  que  sea  necesario  cumplir  con  ning n  otroú  

requisito fuera del transcurso del plazo. Lo anterior se ve refrendado en 

los  art culos  146 literal  f)  y art culo 153,  ambos  del  mismo cuerpoí í  

normativo. De esta forma, resulta claro que la ley no exige ning n otroú  

requisito m s all  que el cumplimiento del plazo. Por ello, mal podr aá á í  
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afectarse derecho alguno cuando lo que ha ocurrido es simplemente 

una  circunstancia  fijada  expresamente  por  la  ley.  A  mayor 

abundamiento, el mismo acto administrativo que desvincul  al actoró  

expresa que su contrata s lo se extender a hasta el 31 de diciembre deó í  

2019.  Conforme  a  lo  expuesto,  estima  que  la  presente  acci n  deó  

protecci n debi  haber sido declarada inadmisible, toda vez que noó ó  

resulta la v a jur dica m s id nea para recurrir contra el t rmino delí í á ó é  

empleo a contrata

En cuanto al fondo, manifiesta que lo obrado por esta recurrida 

se  ajusta  plenamente  a  derecho,  de  conformidad  a  la  normativa 

aplicable  al  caso,  dando  cuenta  que  el  actor  efectivamente  prestó 

servicios  en  la  Secretar a  Regional  Ministerial  de  Educaci n  de  Laí ó  

Araucan a, en virtud de sucesivas contratas, desde el d a 01 de abril deí í  

2014  hasta  el  31  de  diciembre  de  2019,  y  que  con  fecha  28  de 

noviembre de 2019 se notific  personalmente al actor la decisi n de laó ó  

autoridad de no renovar su contrata para el a o 2020, finalizando suñ  

v nculo  con  esta  Cartera  de  Estado  el  31  de  diciembre  de  2019,í  

se alando  que  la  jurisprudencia  administrativa  de  la  Contralor añ í  

General de la Rep blica contenida, entre otros, en los Dict menes N sú á °  

74.704, de 2012, y 80.960, de 2014, ha concluido, en lo pertinente, 

que cuando una contrataci n o su pr rroga, ha sido dispuesta con laó ó  

f rmula "mientras sean necesarios sus servicios", como ha ocurrido enó  

la  especie,  la  autoridad administrativa  puede ponerle  t rmino en elé  

momento que estime conveniente. Por su parte, refiere que el art culoí  

10  del  Estatuto  Administrativo  dispone  que los  empleos  a  contrata 

durar n, como m ximo, hasta el 31 de diciembre de cada a o y losá á ñ  

empleados que los sirvan expirar n en sus funciones en esa fecha, porá  

e!  solo  ministerio  de  la  ley,  salvo  que  hubiere  sido  propuesta  la 

pr rroga con treinta  d as de anticipaci n a lo menos.  Asimismo,  eló í ó  

art culo 146 letra f) del referido Estatuto, dispone que el funcionarioí  

cesar  en el cargo, por el t rmino del per odo legal por el cual se esá é í  

designado, y a ade, en su art culo 153, que el  t rmino del  per odoñ í é í  
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legal por el cual es nombrado el funcionario, o el cumplimiento del 

plazo por el cual es contratado, produce la inmediata cesaci n de susó  

funciones.  De  lo  expuesto  se  desprende  que  las  contratas  son 

esencialmente transitorias  y,  adem s,  que la  ley estableci  en formaá ó  

expresa  para  dichos  cargos  un  per odo  m ximo  -hasta  el  31  deí á  

diciembre de cada a o-, autorizando de este modo a la autoridad parañ  

establecer una duraci n inferior.ó

En relaci n a la confianza leg tima esgrimida por el actor paraó í  

entender prorrogada su contrata, da cuenta de su improcedencia, pues 

sab a que el Estatuto Administrativo dispone la transitoriedad de dichoí  

v nculo hasta el 31 de diciembre del a o correspondiente, por lo queí ñ  

mal  podr a  haberse  generado  a  su  respecto  la  expectativa  deí  

renovaci n.  En  caso  de  que  se  estime  que  en  la  especie  opera  laó  

confianza leg tima, la misma no es aplicable a don Juan Pablo Seguelí  

Carrasco,  afirmando  que  la  misma  Contralor a  General  de  laí  

Rep blica  ha  se alado  en  su  Dictamen  N  85.700,  de  2016,  queú ñ °  

imparte instrucciones y fija criterios respecto de la confianza leg tima,í  

que en la especie la raz n plausible lo constituye el car cter estrat gicoó á é  

y de confianza de las labores que desempe aba el actor en su calidadñ  

de asesor jur dico del Secretario Regional Ministerial de Educaci n. Ení ó  

efecto,  el  recurrente  asist a  a  la  autoridad  en  materias  sensibles,  eí  

incluso  reservadas,  como  son  temas  relativos  a  procedimientos 

disciplinarios,  aplicaci n  de  ley  del  Lobby,  presentaciones  ante  laó  

Contralor a General de la Rep blica, e incluso, resolver recursos deí ú  

reposici n  interpuestos  por  funcionarios  p blicos  en  casos  deó ú  

desvinculaciones,  entre  otras  variadas  funciones  de  relevancia,  que 

constitu an materias en las que el Seremi debe contar con la debidaí  

confianza  hacia  su  abogado  asesor,  m s  a n,  si  se  trata  del  nicoá ú ú  

funcionario que desempe a dichas funciones, manifestando que el actoñ  

administrativo  mediante  el  cual  se  dispuso  la  no  renovaci n  de  laó  

contrata del actor se encuentra debidamente motivado, el cual no solo 

expres  los  argumentos  de  hecho  y  de  derecho,  sino  que  tambi nó é  
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explic  l gica, circunstanciada y razonadamente, los motivos por losó ó  

cuales se decidi  no renovar la contrata del actor. Por lo anterior, eló  

s lo desacuerdo del  recurrente  con los  argumentos esgrimidos en eló  

acto administrativo no puede, por s  solo, configurar una eventual faltaí  

de motivaci n, toda vez que la autoridad ha fundado adecuadamenteó  

el acto administrativo.

Por  tales  razones,  postula  que  el  actuar  de  esta  Cartera 

Ministerial se encuentra estrictamente ajustado al principio de legalidad 

previsto  en  los  art culos  6  y  7  de  la  Constituci n  Pol tica  de  laí ° ° ó í  

Rep blica, en concordancia a lo dispuesto en el art culo 2  de la Leyú í °  

N  18.575,  Org nica  Constitucional  de  Bases  Generales  de  la° á  

Administraci n  del  Estado,  afirmando  la  inexistencia  de  actos  queó  

afecten  los  derechos  y  garant as  constitucionales,  denunciados  en  elí  

presente arbitrio, motivo por lo que solicita el rechazo del recurso, con 

expresa condenaci n en costas.ó

Acompa a los siguientes documentos:ñ

1. RESOLUCI N con Toma de Raz n de 23.04.2014 de laÓ ó  

SEREMI de Educaci n de La Araucan a.ó í

2. RESOLUCI N EXENTA N  83  de  17.12.2014  de  laÓ °  

SEREMI de Educaci n de La Araucan a.ó í

3. RESOLUCI N EXENTA N  93  de  18.12.2015  de  laÓ °  

SEREMI de Educaci n de La Araucan a.ó í

4. ESOLUCI N  EXENTA  RA  N  111059/39/2016  deÓ °  

29.12.2016 de la SEREMI de Educaci n de La Araucan a.ó í

5. RESOLUCI N EXENTA RA  N  111059/14/2018  deÓ °  

12.01.2018 de la SEREMI de Educaci n de La Araucan a.ó í

6. RESOLUCI N  EXENTA  RA  N  111059/3/2019  deÓ °  

08.01.2019 de la SEREMI de Educaci n de La Araucan a.ó í

7. RESOLUCI N  EXENTA  SIAPER  N  0058  deÓ °  

28.11.2019 de la SEREMI de Educaci n de La Araucan a.ó í

8. Perfil de cargo de Asesor Jur dico Regional.í

Se trajeron los autos en relaci n.ó
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CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que  el  recurso  de  protecci n  es  una  acci n  deó ó  

naturaleza  cautelar  en  beneficio  de  quien,  por  causa  de  actos  u 

omisiones arbitrarias o ilegales, sufriere privaci n o perturbaci n en eló ó  

ejercicio  de  diversos  derechos  constitucionales.  El  ejercicio  de  esta 

acci n  protectora,  exige,  como presupuesto ineludible  una  acci n  uó ó  

omisi n que revista caracteres de ilegal o arbitrario, cuya consecuenciaó  

inmediata, origine una situaci n determinante de privaci n, amenaza oó ó  

perturbaci n para alguno de los derechos constitucionales amparados yó  

contenidos  en  el  art culo  19  de  la  Constituci n  Pol tica  de  laí ó í  

Rep blica. ú

SEGUNDO: Que, en estos autos se reclama por el actor de la 

Resoluci n Exenta N  58 de fecha 28 de noviembre del a o 2019ó ° ñ , que 

dispone no renovar la contrata de don Juan Pablo Seguel Carrasco, la 

que llega a su t rmino el 31 de diciembre de 2019, basados en losé  

fundamentos que rezan en dicho acto administrativo, y que rezan del 

tenor siguiente:

Es del caso que actual administraci n regional ha estimado que“ ó  

las tareas de Asesor a jur dico de Gabinete que a la fecha desempe aí í ñ  

el se or Seguel Carrasco deben estar a cargo de un servidor con el queñ  

exista  la  suficiente  confianza  y  vinculaci n  con  los  lineamientos  yó  

pol ticas de la referida autoridad, necesario a fin de prestar el apoyoí  

jur dico que se precisa, circunstancias que actualmente no concurrení  

en el aludido funcionario quien ven a ejerciendo dichas funciones paraí  

el  SEREMI  anterior  que  ejerci  hasta  diciembre  de  2018,  lo  queó  

supon a una relaci n de confianza con tal jefatura.í ó

Al efecto, se hace necesario considerar la especial relaci n que seó  

da  entre  un  abogado  y  sus  clientes,  como  es  en  este  caso  la  

superioridad de la Secretaria Regional Ministerial. Por su naturaleza  

propia, la representaci n que ejerce un abogado se configura en unó  

contrato  intuito  personae,  siendo esencial  la  confianza  que tiene  el  

mandante en su mandatario. Si bien no es el caso que los funcionarios  
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a  contrata  sean  mandatarios  de  sus  jefaturas,  la  analog a  del  casoí  

resiste, pues al tratarse del exclusivo asesor jur dico del gabinete de laí  

SEREMI, la superioridad de la Secretar a se apoya de forma vital ení  

el consejo y gu a que otorga dicho abogado. Se trata, en definitiva, delí  

desempe o  de  una  funci n  que  no  es  meramente  ejecutiva  o  deñ ó  

gesti n, sino que una de car cter estrat gico, y que exige que exista deó á é  

parte de la autoridad una confianza total en el criterio y asesor a queí  

dicho  abogado  otorga.  Al  no  existir  esta  ltima,  se  estima  que  elú  

funcionario carece de las aptitudes personales que se conciben como  

indispensables, y cuya ausencia llevar  a prescindir de sus servicios.á

De  este  modo,  las  funciones  desempe adas  por  don  JUANñ  

PABLO SEGUEL CARRASCO, ya no se consideran necesarias por lo  

que se ha decidido no renovar su contrata para el a o 2020; de talñ  

manera, operar  de pleno derecho la caducidad de la contrataci n, porá ó  

la  llegada del  plazo estipulado en su texto y por las  razones antes  

expuestas. Que, finalmente se requiere de un acto administrativo que  

formalice  esta  decisi n,  debidamente  comunicada  a  la  personaó  

indicada, por lo que se procede a la dictaci n de este documentoó .”

TERCERO: Que  el  acto  cuya  ilegalidad  y  arbitrariedad 

reprocha  la  parte  recurrente  consiste  en  la  no  renovaci n  deó  

su contrata por parte de la repartici n recurrida para el a o 2020.ó ñ

CUARTO: Que  el  art culo  3  de  la  Ley  N  18.834,  sobreí º º  

Estatuto Administrativo, luego de definir la planta del personal de un 

servicio p blico como el conjunto de cargos permanentes asignados porú  

la ley a cada instituci n, al regular los empleos aó  contrata, indica que 

son aquellos de car cter transitorio que se consultan en la dotaci n deá ó  

una  instituci n.  Enseguida,  el  art culo  10  del  mismo  texto  legaló í  

previene que quienes sirven cargos a contrata durar n, como m ximo,á á  

s lo  hasta  el  31  de  diciembre  de  cada a o,  y  cumplida esa  fecha,ó ñ  

expirar n en sus funciones por el solo ministerio de la ley. A prop sitoá ó  

de preceptos del mismo estatuto que ocupan esta expresi n por el soloó –  

ministerio de la ley-, como ocurre con el inciso final del art culo 4  y elí º  
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art culo 80, hist ricamente la Contralor a General de la Rep blica haí ó í ú  

entendido que ella opera de pleno derecho y no requiere de resoluci nó  

alguna de la autoridad (v anse dict menes N s. 6.622, de 1965; 54.085,é á º  

de 1969; y 19.020, de 1990, y 4.450, de 2019, entre otros). Ello lleva 

impl cito  que  una  vez  vencido  el  per odo  legal  por  el  cual  se  haí í  

efectuado el nombramiento -aparte de las dem s causales de extinci n,á ó  

como  la  renuncia,  el  fallecimiento  o  la  jubilaci n-,  laó  contrata cesa 

autom ticamente,  sin  necesidad  de  certificaci n  o  emisi n  de  actoá ó ó  

administrativo  alguno.  Consecuentemente,  a  la  autoridad  facultada 

para hacer el nombramiento no le asiste ninguna obligaci n jur dica deó í  

renovar  las  funciones  del  empleado  a contrata en  la  fecha  reci né  

indicada o de justificar por qu  no lo hizo. Dicho de otro modo, lo queé  

extingue la contrata no es la decisi n de la autoridad de no renovarla,ó  

sino que el vencimiento del plazo.

QUINTO: Que  es  posible  considerar,  entonces,  que  la 

expresi n ó “mientras sean necesarios sus servicios  ha sido utilizada para”  

permitir, en esta clase de nombramientos, tanto una vigencia inferior al 

lapso que restare para finalizar el a o en que los servicios recaigan,ñ  

como asimismo para posibilitar su no renovaci n a per odos anualesó í  

posteriores.

SEXTO: Que,  por  otra  parte,  los  funcionarios 

a contrata ingresan  a  un  servicio  p blico  sin  cumplir  con  lasú  

ritualidades de ingreso a que est n sujetos los funcionarios de planta,á  

quienes, por lo dem s, se incorporan en el ltimo grado del escalaf ná ú ó  

al cual son asimilados, en tanto que los funcionarios de planta lo hacen 

en  el  grado  que  disponga  la  autoridad  administrativa  y  que  de 

ordinario es muy superior al grado m s bajo del escalaf n respectivo.á ó

SEPTIMO: Que, en estas condiciones, los empleados a contrata, 

incluso los de reciente ingreso, tienen plena conciencia que gozan de 

beneficios  remuneratorios  superiores  de  aquellos  que  gozan  los 

funcionarios de planta y cuyas habilidades puedan ser homologables. 

Que  ello  da  lugar,  como  contrapartida,  a  que  estos  empleos  sean 
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transitorios, a que -como regla general- no puedan cumplir funciones 

de jefatura y no integran la dotaci n permanente de la instituci n en laó ó  

cual se desempe an. ñ

OCTAVO: Que de lo razonado se concluye que a la autoridad 

administrativa denunciada no le asist a  la  obligaci n de renovar  losí ó  

servicios a contrata de la parte recurrente, habiendo incluso cumplido 

el deber de motivaci n para hacerlo en la Resoluci n dictada, serviciosó ó  

cuya  principal  caracter stica  es  la  precariedad  en  su  duraci n,í ó  

supeditada a las necesidades de la entidad empleadora, de manera que 

al acudir la recurrida precisamente a esta causal para justificar la no 

renovaci n de los servicios del actor para el a o 2019 s lo ha hechoó ñ ó  

uso de la facultad antes descrita.

NOVENO: Que por tales razones, ante la inexistencia de una 

actividad arbitraria o ilegal por parte de la autoridad, no cabe sino 

desestimar el recurso interpuesto.

Por  estas  consideraciones  y  visto  adem s  lo  dispuesto  en  elá  

art culo  20  de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica  y  Autoí ó í ú  

Acordado de esta  Corte  sobre  Tramitaci n  y Fallo  del  Recurso deó  

Protecci n, se declara que  ó SE RECHAZA el recurso de protecci nó  

interpuesto  por  don  JUAN  PABLO  SEGUEL  CARRASCO, 

abogado,  en  contra  de  la  SECRETAR A  REGIONALÍ  

MINISTERIAL  REGI N  DE  LA  ARAUCAN AÓ Í ,  todos  ya 

individualizados.

Acordado  con  el  voto  en  contra  del  Fiscal  Judicial  Sr.  Juan 

Bladimiro Santana Soto, quien fue del parecer de acoger el recurso, 

dejando sin efecto la resoluci n recurrida, y disponiendo la renovaci nó ó  

de  la  contrata  del  recurrente,  por  el  a o  2020,  en  virtud  de  losñ  

siguientes fundamentos:

1 .-º  Que, el r gimen de contrata en el sector p blico ha dadoé ú  

lugar una infinidad de discusiones relativas a su naturaleza, t rminoé  

anticipado y no renovaci n posterior; y consecuentemente, una serie deó  

pronunciamientos  tanto  en sede  administrativa  como tambi n en elé  
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mbito  judicial  sobre  la  materia.  Se  destacan  en  este  punto,  elá  

Dictamen N 6400-2018 de la Contralor a General de la Rep blica, de° í ú  

fecha  02  de  marzo  de  2018,  que  actualiza  instrucciones  sobre  los 

criterios de configuraci n de la denominada confianza leg tima en laó í  

administraci n y su aplicaci n al r gimen de contrata; a su vez, constaó ó é  

la sentencia dictada por la Excma. Corte Suprema de fecha 13 de 

marzo  de  2018,  en  los  autos  Rol  N 38.681-2017,  en  la  que  se°  

establecen  algunas  m ximas  sobre  la  contrataci n  de  funcionariosá ó  

p blicos.ú

2 .-  º Que, para darle contexto a la controversia sometida a la 

decisi n de sta Corte,  debe partirse de la base que en el  Estatutoó é  

Administrativo Ley N 18.834, se consagra el principio de estabilidad°  

laboral a la que tiene derecho todo funcionario sin distinci n, conformeó  

a  lo  establecido  en  su  art culo  89,  y  sin  que  se  exima  a  quienesí  

detentan la condici n a contrata , por lo que no podr a discriminarseó “ ” í  

entre los empleados de planta y los contratas, porque el art culo 3 letraí  

c) de dicha legislaci n, define el empleo a contrata , lo que permiteó “ ”  

concluir que la voz empleo  que utiliza el mencionado art culo 89 es“ ” í  

comprensiva del funcionario que se desempe a a contrata .ñ “ ”

3 .-º  Que, se han aunado los criterios administrativos y judiciales 

en cuanto a estimar que si una relaci n a contrata excede los dos a osó ñ  

y se renueva reiteradamente una vez superado ese l mite, se transformaí  

en una relaci n indefinida, conforme al principio de confianza leg timaó í  

que  la  Contralor a  General  de  la  Rep blica  comenz  a  aplicarí ú ó  

decididamente  con  ocasi n  del  Dictamen  N 85.700,  de  28  deó °  

noviembre  de  2016,  cuya  normativa  cubre,  entre  otros,  a  los 

funcionarios designados en empleos a contrata regidos por la Ley N° 

18.884.

4 .-  º Que el  art culo 10 de la Ley N 18.834, sostiene que losí °  

empleos a contrata durar n como m ximo hasta el 31 de diciembre deá á  

cada a o y que quienes los sirvan expirar n en sus funciones en esañ á  

oportunidad, por el s lo ministerio de la ley, es decir, por la expiraci nó ó  
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del tiempo de designaci n, esto es, para el per odo que media entre laó í  

contrataci n y el 31 de diciembre, debi ndose ejercer la facultad deó é  

prorrogar una contrata, seg n el contenido del Dictamen antes citado,ú  

con al menos treinta d as de anticipaci n al vencimiento del plazo, loí ó  

que  se  traduce  en  un l mite  temporal  para  que el  jefe  de  servicioí  

determine la no renovaci n del v nculo a trav s de la dictaci n deló í é ó  

respectivo  acto  administrativo  en  aquellos  casos  en  que  se  hubiere 

generado la confianza leg tima en la renovaci n del v nculo, o resuelvaí ó í  

renovarlo por un lapso menor a un a o o en un grado o estamentoñ  

inferior.

En este sentido, cuando se haya generado en el funcionario la 

confianza leg tima de que ser  prorrogada o renovada su designaci n aí á ó  

contrata  que  se  extendi  hasta  el  31  de  diciembre,  el  actoó  

administrativo que materialice alguna de las decisiones referidas deberá 

dictarse  a  m s  tardar  el  30  de  noviembre  del  respectivo  a o  yá ñ  

notificarse seg n lo disponen los art culos 45 a 47 de la Ley N  19.880,ú í °  

acto administrativo que adem s deber  dar cumplimiento a lo dispuestoá á  

en su art culo 11, es decir, exteriorizar los fundamentos de hecho y deí  

derecho por tratarse de actos que afectan potestades particulares; y a su 

art culo  41  inciso  cuarto,  que  obliga  a  que  las  resoluciones  finalesí  

contendr n  la  decisi n  que  ser  fundada,  de  forma  que  los  actosá ó á  

administrativos en que se materialice la decisi n de no renovar unaó  

designaci n, de hacerlo por un lapso menor a un a o o en un grado oó ñ  

estamento inferior, o la de poner t rmino anticipado a ella, deber né á  

contener el razonamiento y la expresi n de los hechos y fundamentosó  

de derecho en que se sustenta.

5 .- º Que, se exige entonces que en la resoluci n que contenga laó  

decisi n de no renovaci n de la contrata, tener en consideraci n que laó ó ó  

Ley  N 19.880,  que  establece  las  Bases  de  los  Procedimientos°  

Administrativos  que  rigen  los  actos  de  los  rganos  de  laÓ  

Administraci n  del  Estado,  en  la  que  se  asegura  un  procedimientoó  

racional y justo al decidir y al ejecutar las actuaciones de los rganosó  
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de la Administraci n del Estado, puntualizando en su art culo 1  queó í °  

sus  preceptos  se  aplicar n con car cter  supletorio  en aquellos  casosá á  

donde la ley establezca procedimientos administrativos especiales. En 

este  sentido,  el  ordenamiento  referente  a  las  atribuciones  de 

nombramiento  y  terminaci n  de  cargos  de  empleos  a  contrata,  noó  

contempla  reglas  especiales  acerca  del  procedimiento  que  debe 

emplearse para el ejercicio de semejantes facultades, raz n por la que,ó  

respecto de tal materia, inequ vocamente cabe aplicar las disposicionesí  

contempladas en la referida Ley N  19.880.°

Ahora  bien,  entre  los  principios  previstos  en  esa  ley  se 

encuentran aqu llos sobre transparencia y publicidad consagrados en sué  

art culo 16, en el que se dispone que el procedimiento administrativoí  

debe realizarse con transparencia de manera que permita y promueva 

el  conocimiento,  contenido  y  fundamentos  de  las  decisiones  que  se 

adopten  en  l.  A  su  turno,  se  consigna  en  dicho  cuerpo  legal  laé  

obligaci n  del  art culo  11 inciso  segundo,  consistente  en  motivar  oó í  

fundamentar  expl citamente  en  el  mismo  acto  administrativo  laí  

decisi n,  los  hechos  y  los  fundamentos  de  derecho  que  afecten  lasó  

potestades y prerrogativas de las personas. Por ltimo, es til destacarú ú  

que el art culo 41 inciso cuarto, primera parte del aludido texto legal,í  

ordena: Las resoluciones contendr n la decisi n, que ser  fundada .“ á ó á ”

6 .-  º Que as ,  si  bien es posible concluir  que en la resoluci ní ó  

recurrida  se  dan  argumentos  para  no  renovar  la  contrata  y  que 

permitir an concluir, a un somero an lisis, que se ha cumplido con elí á  

deber  de  motivaci n  y  fundamentaci n  que  exige  la  legislaci nó ó ó  

administrativa; en el fondo, las imputaciones realizadas al recurrente no 

cuentan  con  alg n  sustento  emp rico  debidamente  comprobado,ú í  

careciendo tales afirmaciones de todo valor y no constituyen en s  uní  

justo  y  objetivo  argumento  para  ejercer  la  discrecionalidad 

administrativa sobre dicha base.

En efecto, toda vez que las razones contenidas en la Resoluci nó  

Exenta N  58, y en cuanto a los fundamentos relacionados con la falta°  
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de  presupuesto,  no  resulta  ser  un  fundamento  para  desvincular  al 

recurrente  en  el  caso  concreto,  puesto  que  precisamente  asimila  el 

cargo de contrata a un cargo de confianza exclusiva, cuesti n que noó  

solo desvirt a la naturaleza del r gimen a contrata, sino que tambi nú é é  

resulta contrario al propio perfil del cargo del recurrente.

7 .-º  Que en consecuencia, la decisi n administrativa discrecionaló  

que aqu  se alza como causa de pedir, devino en ilegal y arbitraria.í  

Ilegal  porque  pugna  con  la  normativa  a  la  que  debi  atenerse  laó  

recurrida y que m s arriba se dej  explicada, y arbitraria, porque seá ó  

decidi  la  separaci n  de  la  actora  de  sus  funciones,  limit ndose  aó ó á  

invocar una serie de circunstancias que no se encuentran comprobadas 

en  la  especie.  Por  lo  anterior,  los  fundamentos  anteriores  permite 

concluir  que dicha resoluci n contraviene la  normativa  vigente,  poró  

carecer de fundamentos que se encuentren debidamente acreditados 

respecto a la funcionaria, pues en el mundo del derecho no basta con 

afirmar la existencia de un hecho, de imputar conductas, de invocar 

variaci n de circunstancias, pues ellas deben ser acreditadas por quienó  

las alega, constituyendo ello una vulneraci n al derecho de la igualdad,ó  

contenido  en  el  art culo  19  N 2  de  la  Constituci n  Pol tica  de  laí ° ó í  

Rep blica, al imponer diferencias arbitrarias a la hora de fundamentarú  

los actos administrativos, como es el no disponer la renovaci n de laó  

contrata.

8° Que, lo precedente adem s se encuentra en plena armon aá í  

con lo resuelto por nuestro m ximo Tribunal de la Rep blica, en laá ú  

l nea de que las contratas sucesivas generan la confianza leg tima en elí í  

servidor de esos cargos de mantenerse en aquellos, debiendo tenerse en 

especial  consideraci n  que,  en  el  caso,  se  trata  de  un  cargoó  

eminentemente  t cnico  y  no  uno  de  confianza,  lo  que  quedaé  

demostrado con las sucesivas renovaciones que se le practicaron de su 

contrato por espacio de cinco a os, en donde se sucedieron distintosñ  

titulares de la SEREMI de que se habla, sin que ello haya importado 

su no renovaci n, de manera que, no se avizora cual es el fundamentoó  
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en particular, distinto a los que se tuvo en vistas para mantener su 

condici n por un lustro, que permita con cimiento justificar, ahora, laó  

no renovaci n.ó

Apoya esta perspectiva lo resuelto, por la Excma. Corte Suprema 

en rol 18.881-2020, de 29 de Abril del a o en curso, sentencia que enñ  

su  basamento  cuarto  expres :  ó “Que  la  circunstancia  de  haber 

permanecido parte recurrente en el cargo a contrata por m s de 3á  

a os,  gener  a  su  respecto  la  confianza  leg tima  de  mantenerseñ ó í  

vinculada  con  la  Administraci n,  de  modo  tal  que  su  relaci nó ó  

estatutaria s lo puede terminar por sumario administrativo derivado deó  

una falta que motive su destituci n o por una calificaci n anual que asó ó í  

lo permita, supuestos f cticos que no concurren en la especie.á

Por ello,  la  decisi n  de no renovar  la  contrata  del  actor,  haó  

devenido en una vulneraci n de las garant as constitucionales por ló í é  

invocadas .”

Redacci n a cargo del Fiscal Judicial Sr. Juan Bladimiro Santanaó  

Soto

Reg strese.í

Rol N  ° Protecci n-18808-2019 (pvb)ó .
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Pronunciado por la Primera Sala de la C.A. de Temuco integrada por los Ministros (as) Julio Cesar Grandon C.,

Adriana Cecilia Aravena L. y Fiscal Judicial Juan Santana S. Temuco, diecisiete de julio de dos mil veinte.

En Temuco, a diecisiete de julio de dos mil veinte, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
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